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TESIS RELEVANTES DE LA SEGUNDA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN,  

PUBLICADAS EN EL SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN  
DEL 17 DE MAYO AL 14 DE JUNIO DE 2019 

 
 
Usted podrá consultar éstas y todas las tesis jurisprudenciales y aisladas publicadas en el Semanario Judicial 
de la Federación, en: http://sjf.scjn.pjf.gob.mx/sjfsem/paginas/semanarioIndex.aspx 
 
El Semanario Judicial de la Federación es un sistema digital de compilación y difusión de las tesis 
jurisprudenciales y aisladas emitidas por los órganos del Poder Judicial de la Federación, de las ejecutorias 
correspondientes, así como de los instrumentos normativos emitidos por los órganos del Poder Judicial de 
la Federación. 
 
El Semanario Judicial de la Federación se publica permanentemente de manera electrónica, en la página de 
internet de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Los viernes se incorpora al Semanario la información 
correspondiente, a consecuencia de lo cual, se considera de aplicación obligatoria un criterio jurisprudencial 
a partir del lunes siguiente hábil, al día en que la tesis respectiva o la ejecutoria dictada en controversia 
constitucional o en una acción de inconstitucionalidad, sea ingresada al Semanario Judicial de la Federación. 
 
 
 

MAYO 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019900  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 17 de mayo de 2019 10:22 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. XXX/2019 (10a.)  
 
TRABAJO DEL HOGAR. EL ARTÍCULO 13, FRACCIÓN II, DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL ES 
INCONSTITUCIONAL AL EXCLUIR A LOS TRABAJADORES DOMÉSTICOS DE SER SUJETOS DE 
ASEGURAMIENTO AL RÉGIMEN OBLIGATORIO, DEBIDO A QUE VIOLA EL DERECHO HUMANO A LA 
SEGURIDAD SOCIAL EN IGUALDAD DE CONDICIONES. 
 
Conforme al artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como al 
Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales, el Estado mexicano está obligado 
a garantizar el derecho de toda persona a la seguridad social, para lo cual podrá implementar 
regímenes de seguridad social diferenciados que atiendan las circunstancias y necesidades de los 
distintos sectores de la población. Ahora bien, de acuerdo con el artículo 13, fracción II, de la Ley 
del Seguro Social podrán voluntariamente ser sujetos de aseguramiento al régimen obligatorio los 
trabajadores domésticos, los cuales a su vez están regulados en la Ley Federal del Trabajo como 
parte de los trabajos especiales. Así, del análisis del citado contexto normativo, se concluye que la 
exclusión de los trabajadores del hogar, respecto al régimen obligatorio de seguridad social no 
encuentra justificación constitucional alguna, pues no atiende a una diferenciación objetiva y 
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razonable. De esa forma, el hecho de que se trate de un trabajo especial no implica que deba 
privárseles de una adecuada cobertura de seguridad social, ya que mediante el régimen voluntario 
su afiliación queda sujeta a la voluntad de la parte empleadora lo que no garantiza el derecho a la 
igualdad en el disfrute de una protección suficiente contra los riesgos e imprevisiones sociales, 
generando como consecuencia un trato discriminatorio en su contra. Máxime si se toma en cuenta 
que la extensión de la seguridad social al trabajador del hogar es una meta digna y un componente 
necesario en las estrategias destinadas a la lucha contra la pobreza y la exclusión social, las cuales 
se ven obstaculizadas o limitadas por el establecimiento de un régimen voluntario. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo directo 9/2018. María Rosario Garduño Gómez. 5 de diciembre de 2018. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votaron con salvedad Margarita Beatriz 
Luna Ramos y José Fernando Franco González Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: 
Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 17 de mayo de 2019 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019899  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 17 de mayo de 2019 10:22 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. XXXI/2019 (10a.)  
 
TRABAJO DEL HOGAR. EL ARTÍCULO 13, FRACCIÓN II, DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL, CONTIENE UNA 
FORMA DE DISCRIMINACIÓN INDIRECTA POR CUESTIÓN DE GÉNERO. 
 
Si bien el precepto citado, al excluir a las personas trabajadoras del hogar del régimen obligatorio 
del seguro social, fue formulado por el legislador federal en "términos neutrales" –sin hacer 
referencia a hombres o mujeres–, lo cierto es que fácticamente conlleva una asimetría jurídica que 
afecta preponderante y desproporcionalmente a uno de los grupos o categorías a que se refiere la 
cláusula de no discriminación contenida en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, a saber, "el género". En efecto, las políticas y los programas que son neutros 
desde el punto de vista del género pueden, sin proponérselo, perpetuar las consecuencias de la 
discriminación, al elaborarse tomando como ejemplo y de manera inadvertida expectativas, 
actitudes y comportamientos estereotípicos hacia la mujer basados en las diferencias biológicas. 
También pueden deberse a la subordinación generalizada de la mujer al hombre. En ese sentido, 
ningún Tribunal Constitucional puede pasar inadvertido que la diferenciación de trato y, por ende, 
la afectación que genera el que la labor del hogar se encuentre excluida del régimen obligatorio del 
seguro social, perjudica de manera desproporcionada al género femenino, de ahí que el artículo 13, 
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fracción II, de la Ley del Seguro Social genera efectos que tienen un impacto negativo que afecta 
preponderantemente a las mujeres trabajadoras y, por ende, contiene una forma de discriminación 
indirecta contra la mujer. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo directo 9/2018. María Rosario Garduño Gómez. 5 de diciembre de 2018. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votaron con salvedad Margarita Beatriz 
Luna Ramos y José Fernando Franco González Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: 
Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 17 de mayo de 2019 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019930  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 24 de mayo de 2019 10:29 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 2a./J. 67/2019 (10a.)  
 
SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO. ES IMPROCEDENTE CONCEDERLA CONTRA LA 
DETERMINACIÓN DE LA AUTORIDAD HACENDARIA DE NOTIFICAR EN LA PÁGINA DE INTERNET DEL 
SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA Y EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN, LA 
RESOLUCIÓN PRELIMINAR QUE CONTIENE LA PRESUNCIÓN DE INEXISTENCIA DE OPERACIONES DEL 
CONTRIBUYENTE A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 69-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. 
 
Es improcedente conceder la suspensión con motivo de dicha determinación porque no se satisface 
el requisito del numeral 128, fracción II, de la Ley de Amparo, pues de otorgarse la medida cautelar 
se seguiría perjuicio al interés social y se contravendrían disposiciones de orden público, dado que 
con esas publicaciones se persigue garantizar el derecho de la sociedad a estar informada sobre la 
situación fiscal de los contribuyentes que realizan este tipo de operaciones, aunado a que permite 
que aquellos que hayan utilizado en su beneficio tales comprobantes puedan comenzar a ajustar y 
prever su conducta ante un posible escenario de autocorrección o de acreditación de la prestación 
del servicio y/o adquisición de bienes; asimismo, dichos terceros podrán suspender la contratación 
con el causante y la colectividad estará en posibilidad de tomar las medidas preventivas y evaluar el 
riesgo de recibir facturas de esos contribuyentes. 
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SEGUNDA SALA 
 
Contradicción de tesis 386/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Décimo 
Tercero en Materia Administrativa del Primer Circuito y Tercero del Vigésimo Séptimo Circuito. 13 
de marzo de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina 
Mora I. y José Fernando Franco González Salas. Disidente: Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Secretaria: N. Montserrat Torres Contreras. 
 
Tesis y criterio contendientes: 
 
Tesis XXVII.3o.52 A (10a.), de título y subtítulo: "NOTIFICACIÓN EN LA PÁGINA DE INTERNET DEL 
SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA Y EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN DE LA 
PRESUNCIÓN DE INEXISTENCIA DE OPERACIONES A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 69-B DEL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN. PROCEDE CONCEDER LA SUSPENSIÓN DEFINITIVA EN EL AMPARO 
PROMOVIDO EN SU CONTRA, PARA EL EFECTO DE QUE LA AUTORIDAD SE ABSTENGA DE 
PRACTICARLA, CUANDO EL QUEJOSO ADUCE HABERSE ENTERADO DE QUE SE ENCUENTRA EN ESE 
SUPUESTO MEDIANTE SU BUZÓN FISCAL.", aprobada por el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo 
Séptimo Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 3 de agosto de 
2018 a las 10:11 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
57, Tomo III, agosto de 2018, página 2990; y, 
 
El sustentado por el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
Circuito, al resolver la queja 204/2018. 
 
Tesis de jurisprudencia 67/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del veintisiete de marzo de dos mil diecinueve.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de mayo de 2019 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de mayo de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2019978  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 31 de mayo de 2019 10:36 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 2a./J. 87/2019 (10a.)  
 
SUSPENSIÓN PROVISIONAL. REGLAS PARA SU OTORGAMIENTO CUANDO EL ACTO RECLAMADO SEA 
EL BLOQUEO DE CUENTAS BANCARIAS ATRIBUIDO A LA UNIDAD DE INTELIGENCIA FINANCIERA DE 
LA SECRETARÍA DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO. 
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A consideración de esta Segunda Sala, atendiendo a una ponderación del interés social, la no 
contravención a disposiciones de orden público así como al principio de apariencia del buen 
derecho, en el juicio de amparo es posible otorgar la suspensión provisional cuando el acto 
reclamado sea el bloqueo de cuentas bancarias atribuido a la Unidad de Inteligencia Financiera de 
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en ejercicio de las facultades establecidas en el artículo 
115 de la Ley de Instituciones de Crédito. Sin embargo, en su caso dicha suspensión provisional se 
concederá de manera condicionada, esto es, no surtirá efectos si el bloqueo se emitió a partir del 
supuesto válido que fue reconocido jurisprudencialmente por esta Segunda Sala, consistente en el 
cumplimiento de una obligación contraída con un gobierno extranjero o la ejecución de una 
resolución adoptada por un organismo internacional o agrupación intergubernamental cuyas 
atribuciones fueron reconocidas con base en una obligación asumida por el Estado mexicano. Al 
tratarse de un supuesto excepcional, dicha autoridad habrá de contar con documentación que 
sustente la existencia de una solicitud expresa de realizar el bloqueo de cuentas, formulada por una 
autoridad extranjera u organismo internacional que cuente con atribuciones en la materia y con 
competencia para realizar una solicitud de tal índole acorde justamente a un tratado bilateral o 
multilateral. Lo anterior no implica que al momento de dictarse la suspensión provisional la 
autoridad deba acreditar tal escenario, en tanto podrá no ordenar el levantamiento del bloqueo, 
pero tendrá la carga procesal de exhibir en el informe previo la documentación fehaciente de que 
está en el supuesto de excepción para el dictado de la suspensión definitiva. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Contradicción de tesis 78/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Vigésimo 
Primero del Primer Circuito y Segundo del Cuarto Circuito, ambos en Materia Administrativa. 22 de 
mayo de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José 
Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Eduardo 
Medina Mora I. Secretarios: Eduardo Romero Tagle y Juvenal Carbajal Díaz. 
 
Tesis y criterio contendientes: 
 
Tesis IV.2o.A.123 A (10a.), de título y subtítulo: "CONGELAMIENTO DE CUENTAS BANCARIAS 
ATRIBUIDO A LA UNIDAD DE INTELIGENCIA FINANCIERA DE LA SECRETARÍA DE HACIENDA Y CRÉDITO 
PÚBLICO. AUN CUANDO EL QUEJOSO DESCONOZCA ESE ACTO O SUS MOTIVOS, ES IMPROCEDENTE 
CONCEDER LA SUSPENSIÓN CON EFECTOS RESTITUTORIOS EN SU CONTRA.", aprobada por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito y publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 17 de junio de 2016 a las 10:17 horas, y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 31, Tomo IV, junio de 2016, página 
2879, y 
 
El sustentado por el Vigésimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
Circuito, al resolver la queja 56/2019. 
 
Tesis de jurisprudencia 87/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del veintinueve de mayo de dos mil diecinueve.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2019 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de junio de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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JUNIO 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2020036  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de junio de 2019 10:13 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. XXXVII/2019 (10a.)  
 
SERVIDORES PÚBLICOS. TIENEN UN DERECHO A LA PRIVACIDAD MENOS EXTENSO QUE EL DEL 
RESTO DE LA SOCIEDAD EN RELACIÓN CON LAS ACTIVIDADES VINCULADAS CON SU FUNCIÓN. 
 
Las autoridades están obligadas a garantizar el derecho a la privacidad de todas las personas de 
conformidad con los artículos 6o., apartado A, fracción II y 16 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; sin embargo, ese derecho no es absoluto, por lo que en algunos casos 
puede ser limitado siempre que la restricción cumpla con ciertos requisitos, tales como que: a) esté 
prevista en la ley; b) persiga un fin legítimo; y c) sea idónea, necesaria y proporcional. En el caso 
específico de los servidores públicos, sus labores, manifestaciones o expresiones, funciones e 
incluso aspectos de su vida privada que pudieran estar vinculados con el desempeño de su encargo 
están sujetas a un mayor escrutinio social, pues esa información es de interés para la comunidad 
por el tipo de tareas desempeñadas en el ejercicio de su gestión, así como por el uso de los recursos 
públicos manejados en beneficio de la comunidad. En consecuencia, el derecho a la privacidad de 
los servidores públicos es menos extenso que el del resto de la sociedad cuando se trate de aspectos 
relacionados con su actividad desempeñada como funcionarios. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 1005/2018. Miguel Ángel León Carmona. 20 de marzo de 2019. Cuatro votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas y 
Javier Laynez Potisek; votó con reservas José Fernando Franco González Salas; Javier Laynez Potisek 
manifestó que formulará voto concurrente. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juvenal 
Carbajal Díaz. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de junio de 2019 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020025  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de junio de 2019 10:13 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. XXXV/2019 (10a.)  
 
REDES SOCIALES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL DE SUS 
CUENTAS PERSONALES NO PUEDE OBEDECER A SU CONFIGURACIÓN DE PRIVACIDAD. 
 
Los servidores públicos ostentan un grado mayor de notoriedad e importancia en la sociedad, pues 
sus actividades son de relevancia para la ciudadanía por el tipo de labores desempeñadas en el 
ejercicio de su gestión, así como por el uso de los recursos públicos manejados en beneficio de la 
comunidad. Bajo estas premisas, se justifica que el espectro de protección de su derecho a la 
intimidad reconocido por los artículos 6o., párrafo primero, 7o., párrafo segundo y 16, párrafo 
primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se vea disminuido. En el caso 
de sus cuentas personales de redes sociales, éstas adquieren la misma relevancia pública que sus 
titulares, particularmente si a través de ellas comparten información o manifestaciones relativas a 
su gestión gubernamental, cuestiones que siempre serán objeto del interés general protegidas por 
el artículo 6o. de la Constitución Federal. En consecuencia, la privacidad de sus cuentas personales 
de redes sociales no puede depender únicamente de la configuración abierta o cerrada que se elija, 
sino que debe obedecer al tipo de información publicada a través de éstas. Por tal motivo, en caso 
de controversia se deberán analizar los contenidos difundidos, así como su relevancia para el interés 
general y la discusión pública de los asuntos para poder determinar el nivel de protección 
constitucional que merecen. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 1005/2018. Miguel Ángel León Carmona. 20 de marzo de 2019. Cuatro votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas y 
Javier Laynez Potisek; votó con reservas José Fernando Franco González Salas; Javier Laynez Potisek 
manifestó que formulará voto concurrente. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juvenal 
Carbajal Díaz. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de junio de 2019 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020024  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de junio de 2019 10:13 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. XXXIV/2019 (10a.)  
 
REDES SOCIALES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. BLOQUEAR O NO PERMITIR EL ACCESO A UN 
USUARIO A LAS CUENTAS EN LAS QUE COMPARTEN INFORMACIÓN RELATIVA A SU GESTIÓN 
GUBERNAMENTAL SIN CAUSA JUSTIFICADA, ATENTA CONTRA LOS DERECHOS DE LIBERTAD DE 
EXPRESIÓN Y DE ACCESO A LA INFORMACIÓN DE LA CIUDADANÍA. 
 
Las redes sociales se han convertido en una fuente de información para las personas y un espacio 
donde la discusión pública se desarrolla diariamente. En este entendido, muchas instituciones 
gubernamentales y servidores públicos disponen de cuentas en redes sociales, en las que 
aprovechan sus niveles de expansión y exposición para establecer un nuevo canal de comunicación 
con la sociedad. Es así como las cuentas de redes sociales utilizadas por los servidores públicos para 
compartir información relacionada con su gestión gubernamental adquieren notoriedad pública y 
se convierten en relevantes para el interés general. En estos casos, el derecho de acceso a la 
información (reconocido por el artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos) debe prevalecer sobre el derecho a la privacidad de los servidores públicos (establecido 
en los artículos 6o., párrafo primero, 7o., párrafo segundo y 16, párrafo primero, constitucionales), 
que voluntariamente decidieron colocarse bajo un nivel mayor de escrutinio social. En 
consecuencia, los contenidos compartidos a través de las redes sociales gozan de una presunción 
de publicidad, y bajo el principio de máxima publicidad previsto en el artículo 6o., apartado A, 
fracción I, de la Constitución Federal, deben ser accesibles para cualquier persona, razón por la cual 
bloquear o no permitir el acceso a un usuario sin una causa justificada, atenta contra los derechos 
de libertad de expresión y de acceso a la información de la ciudadanía. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 1005/2018. Miguel Ángel León Carmona. 20 de marzo de 2019. Cuatro votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas y 
Javier Laynez Potisek; votó con reservas José Fernando Franco González Salas; Javier Laynez Potisek 
manifestó que formulará voto concurrente. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juvenal 
Carbajal Díaz. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de junio de 2019 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020010  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de junio de 2019 10:13 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. XXXVIII/2019 (10a.)  
 
LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN EN REDES SOCIALES. NO 
PROTEGEN EL COMPORTAMIENTO ABUSIVO DE LOS USUARIOS. 
 
La libertad de expresión y el derecho de acceso a la información, reconocidos por el artículo 6o. de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se han potencializado gracias a las 
oportunidades de fácil acceso, expansión e inmediatez que el internet y las redes sociales brindan. 
No obstante, debe reconocerse también la posible comisión de abusos dentro de esos medios 
virtuales que se ven agravados por las mismas razones. Por tanto, las interacciones dentro de la 
comunidad digital no pueden ser ajenas a los límites y estándares de protección de los derechos 
fundamentales. En el caso de las redes sociales, existe la posibilidad de encontrar comportamientos 
abusivos derivados de su propia naturaleza, como son la comunicación bilateral y el intercambio de 
mensajes, opiniones y publicaciones entre los usuarios, razón por la cual el receptor de estos 
contenidos puede estar expuesto a amenazas, injurias, calumnias, coacciones o incitaciones a la 
violencia, que pueden ir dirigidas tanto al titular de la cuenta como a otros usuarios que interactúen 
en ella; en consecuencia, es posible que los comportamientos abusivos puedan ocasionar una 
medida de restricción o bloqueo justificada, pero para que ésta sea válida será necesario que dichas 
expresiones o conductas se encuentren excluidas de protección constitucional en términos del 
artículo 6o. mencionado y de los criterios jurisprudenciales emitidos por la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación que rigen en la materia. Sin embargo, debe dejarse claro que las expresiones 
críticas, severas, provocativas, chocantes, que puedan llegar a ser indecentes, escandalosas, 
perturbadoras, inquietantes o causar algún tipo de molestia, disgusto u ofensa no deben ser 
consideradas un comportamiento abusivo por parte de los usuarios de la red. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 1005/2018. Miguel Ángel León Carmona. 20 de marzo de 2019. Cuatro votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas y 
Javier Laynez Potisek; votó con reservas José Fernando Franco González Salas; Javier Laynez Potisek 
manifestó que formulará voto concurrente. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juvenal 
Carbajal Díaz. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de junio de 2019 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2019997  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de junio de 2019 10:13 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. XXXVI/2019 (10a.)  
 
DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU PREVALENCIA CUANDO ENTRA EN CONFLICTO CON EL DERECHO 
A LA PRIVACIDAD. 
 
El artículo 6o., apartado A, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
establece que el Estado debe actuar con base en el principio de máxima publicidad de la información 
en posesión de cualquier autoridad; sin embargo, este derecho a la información no es absoluto, 
pues también se debe proteger y garantizar el derecho a la privacidad de cualquier persona de 
acuerdo con la fracción II de esos mismos apartado y precepto, en relación con el artículo 16 
constitucional. No obstante lo anterior, cuando estos dos derechos entran en conflicto, para 
determinar cuál de ellos prevalece, la autoridad deberá considerar las actividades o actuaciones que 
los sujetos involucrados en esa contraposición realizan, así como la relevancia pública o de interés 
general que la información en cuestión tenga para la sociedad. Al respecto, es importante precisar 
que el ejercicio de los derechos establecidos en la Constitución Federal y en los tratados 
internacionales se aplica tanto en el mundo real como en el digital, sin que se manifieste un cambio 
en la naturaleza o una disminución de estos derechos. Por tal motivo, su interpretación y los 
parámetros de protección rigen de igual forma sin importar dónde se ejerzan. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 1005/2018. Miguel Ángel León Carmona. 20 de marzo de 2019. Cuatro votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas y 
Javier Laynez Potisek; votó con reservas José Fernando Franco González Salas; Javier Laynez Potisek 
manifestó que formulará voto concurrente. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juvenal 
Carbajal Díaz. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de junio de 2019 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020082  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 14 de junio de 2019 10:20 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 2a./J. 71/2019 (10a.)  
 
NOTIFICACIONES REALIZADAS POR VÍA ELECTRÓNICA EN EL JUICIO DE AMPARO. CUANDO EL 
QUEJOSO O EL TERCERO INTERESADO NO INGRESA AL SISTEMA ELECTRÓNICO DENTRO DEL PLAZO 
MÁXIMO DE DOS DÍAS HÁBILES SIGUIENTES A AQUEL EN QUE EL ÓRGANO DE AMPARO ENVIÓ LA 
DETERMINACIÓN CORRESPONDIENTE, SE ENTIENDEN HECHAS Y SURTEN SUS EFECTOS EN EL 
PRIMER INSTANTE DEL DÍA HÁBIL SIGUIENTE AL VENCIMIENTO DE ESE PLAZO. 
 
En diversas ejecutorias, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido criterios en los 
cuales se ha sostenido que en el juicio de amparo los plazos inician a las cero horas del día respectivo 
y los términos para presentar promociones comprenden las veinticuatro horas naturales del último 
día, así mismo que cuando la ley que rige al acto no prevé el momento en el cual surten efectos las 
notificaciones, será en el mismo momento de su realización. Por su parte, la Ley de Amparo 
establece la posibilidad del quejoso o del tercero interesado que quisiera ser notificado por medios 
electrónicos, expresarlo así ante el órgano de amparo, quien queda obligado a enviar los acuerdos, 
resoluciones o sentencias a notificar de manera personal para que, por ese medio, el interesado 
pueda ser comunicado. A su vez, el solicitante adquiere el deber de ingresar en forma diaria (y hasta 
por el plazo máximo de dos días hábiles) al sistema electrónico del Poder Judicial de la Federación 
para consultar las notificaciones correspondientes, con lo cual se genera la constancia a que se 
refiere la fracción III del artículo 31 de ese ordenamiento. A partir de lo anterior, de la interpretación 
armónica, sistemática y funcional de los artículos 24, 30, fracción II y 31, fracciones I, II y III, de la 
Ley de Amparo, se concluye que cuando el quejoso o el tercero interesado no consulta el sistema 
indicado dentro del plazo máximo de dos días hábiles posteriores al envío de la actuación a notificar, 
la notificación debe entenderse hecha en el primer instante del día hábil siguiente al vencimiento 
de ese plazo de dos días (momento en el cual igualmente surte sus efectos), pues de esa manera se 
respeta en forma integral el plazo otorgado por el legislador; ello en el entendido de que al 
vencimiento de ese plazo, el actuario debe levantar la razón a que se refiere la fracción II del artículo 
31 de la ley de la materia a efecto de hacer constar el momento en que se realizó la respectiva 
notificación electrónica. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Contradicción de tesis 439/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Octavo de 
Circuito del Centro Auxiliar de la Primera Región, con residencia en Naucalpan de Juárez, Estado de 
México y Décimo Séptimo en Materia Administrativa del Primer Circuito. 20 de marzo de 2019. 
Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco 
González Salas y Javier Laynez Potisek; votó con reserva de criterio José Fernando Franco González 
Salas. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza Arreygue. 
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Criterios contendientes: 
 
El sustentado por el Octavo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera Región, 
con residencia en Naucalpan de Juárez, Estado de México, al resolver el amparo en revisión 
360/2017 (cuaderno auxiliar 1097/2017), y el diverso sustentado por el Décimo Séptimo Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el recurso de reclamación 
22/2018. 
 
Tesis de jurisprudencia 71/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del 3 de abril de dos mil diecinueve. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 14 de junio de 2019 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de junio de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2020068  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 14 de junio de 2019 10:20 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: 2a./J. 78/2019 (10a.)  
 
FACULTADES DE COMPROBACIÓN. AL EJERCERLAS LA AUTORIDAD FISCAL PUEDE CORROBORAR LA 
AUTENTICIDAD DE LAS ACTIVIDADES O ACTOS REALIZADOS POR EL CONTRIBUYENTE, A FIN DE 
DETERMINAR LA PROCEDENCIA DE SUS PRETENSIONES, SIN NECESIDAD DE LLEVAR A CABO 
PREVIAMENTE EL PROCEDIMIENTO RELATIVO A LA PRESUNCIÓN DE INEXISTENCIA DE OPERACIONES 
PREVISTO EN EL ARTÍCULO 69-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. 
 
El procedimiento citado tiene como objetivo acabar con el tráfico de comprobantes fiscales y evitar 
el daño generado a las finanzas públicas y a quienes cumplen con su obligación de contribuir al gasto 
público, lo cual pone de relieve que mediante este procedimiento no se busca como ultima ratio 
eliminar los efectos producidos por los comprobantes fiscales, sino detectar quiénes emiten 
documentos que soportan actividades o actos inexistentes. En cambio, para corroborar si los 
comprobantes fiscales cumplen con los requisitos legales o que fueron idóneos para respaldar las 
pretensiones del contribuyente a quien le fueron emitidos, la autoridad fiscal cuenta con las 
facultades de comprobación contenidas en el artículo 42 del Código Fiscal de la Federación. Por 
tanto, se trata de procedimientos distintos y no es necesario que la autoridad fiscal haya llevado a 
cabo el procedimiento previsto en el artículo 69-B para, con motivo del ejercicio de sus facultades 
de comprobación, determinar la improcedencia de las pretensiones del contribuyente basándose 
en el hecho de ser inexistentes los actos o actividades registrados en su contabilidad y respaldados 
en los comprobantes fiscales exhibidos. Además, es evidente que la atribución consignada en el 
artículo 69-B no excluye las facultades contempladas en el artículo 42 destinadas a comprobar el 
cumplimiento de las obligaciones fiscales a cargo de los causantes, dentro de las cuales se encuentra 
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inmersa la de verificar la materialidad de las operaciones económicas gravadas. De tal manera que 
si el contribuyente sujeto a las facultades de comprobación no acredita la real materialización de las 
actividades u operaciones registradas en su contabilidad y comprobantes fiscales, la autoridad fiscal 
válidamente podrá declarar su inexistencia, y determinar que esos documentos carecen de valor 
probatorio y, por ello, no podrá tomarlos en cuenta para efectos de la procedencia de la pretensión 
del contribuyente. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Contradicción de tesis 405/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Segundo del 
Trigésimo Circuito, y Primero y Tercero, ambos en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo 
Primer Circuito. 24 de abril de 2019. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Disidente: 
Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Ron Snipeliski Nischli. 
 
Criterios contendientes: 
 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, al resolver la revisión fiscal 
3/2017, y el diverso sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de 
Trabajo del Décimo Primer Circuito, al resolver la revisión fiscal 6/2018. 
 
Tesis de jurisprudencia 78/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del ocho de mayo de dos mil diecinueve.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 14 de junio de 2019 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de junio de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 


